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Cordial saludo,  
                    
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplicativo siglo XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo.  

NOTA IMPORTANTE: SEÑOR USUARIO Informamos que actualmente estamos en proceso
de implementación del sistema SAMAI en los siguientes despachos 05, 07, 18, 39, 47, 52,
53, 57 y 67, el canal de recepción de
correspondencia CONTINÚA siendo correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, para un
trámite eficiente de sus mensajes agradecemos tener en cuenta lo siguiente:

- Remitir sus mensajes individualizados por proceso. En caso de recibir un
mensaje dirigido a varios procesos se devolverá solicitando su colaboración para
individualizarlos, ya que SAMAI gestiona los mensajes de manera individual.

- Identificar en el asunto del mensaje número de proceso (23 Dígitos).
- Partes del Proceso.
- Juzgado Administrativo al cual dirige su mensaje.
- Documentos adjuntos máximo 18 megas.
- Documentos remitidos mediante link máximo 400 megas teniendo en cuenta las

restricciones de SAMAI.

Atentamente,  
 

Grupo de Correspondencia  
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos  

Sede Judicial  CAN 
CAMS
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De: DIANA MARCELA ALDANA DIAZ <daldana@ugpp.gov.co>
Enviado: jueves, 28 de septiembre de 2023 9:07
Para: Correspondencia Sede Judicial - CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
juridico 78 <bigdatanalyticsas@gmail.com>
Cc: Procesos Judiciales - Oficina Juridica <procesosjudiciales@procuraduria.gov.co>;
procesosnacionales@defensajuridica.gov.co <procesosnacionales@defensajuridica.gov.co>
Asunto: RAD:11001333704220230023000 - CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA
 
Honorable Juez,
 
Dra. ANA ELSA AGUDELO ARÉVALO
JUZGADO 42 ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO – SECCIÓN CUARTA
Bogotá D.C.
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
E.S.D.
 
 
 

REFERENCIA: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
MEDIO DE CONTROL:   NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
DEMANDANTE: MARIA EUGENIA CRUZ MOSQUERA
DEMANDADA: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN
PENSIONAL Y 
DE PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP.
RADICACIÓN: 11001333704220230023000

 
DIANA MARCELA ALDANA DIAZ, mayor de edad, abogada en ejercicio, identificada
como aparece al pie de mi firma, en calidad de Apoderada Especial de la entidad
demandada, por medio del presente escrito me permito presentar contestación de la
demanda dentro del proceso, la cual se encuentra adjunto al presente correo con sus
respectivos anexos.

Finalmente  informo al Despacho, que se copia el presente correo y contenido al 
apoderado (a) de la parte demandante, al Min., Público y a la Agencia Nacional para la
Defensa del Estado, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 2213 del 13 de junio de
2022.

Con el mayor respeto,

DIANA MARCELA ALDANA DIAZ
C.C. No 1032414460 de Bogotá
T.P. No. 268643 del Consejo Superior de la Judicatura.
Celular: 3105517605
--

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Diana Marcela Aldana Díaz
CC. 1032414460
T.P.268643 C.S.J.
Profesional Especializado UGPP
Subdirección Jurídica de
Parafiscales
daldana@ugpp.gov.co
Teléfono: (601) 4237300 
Calle 26 #69B-45 Piso 2, Bogotá
Colombia
www.ugpp.gov.co

Aviso de Confidencialidad: La información contenida en este correo electrónico y sus anexos contiene información de carácter confidencial

de la UGPP que se encuentra dirigida en forma exclusiva al destinatario del mismo para su uso quien se encuentra obligado a mantener

reserva sobre toda la información aquí contenida. Si usted es lector de este mensaje pero no su destinatario, le informamos que no podrá usar,

retener, imprimir, copiar, distribuir o hacer público su contenido, pues de hacerlo podría tener consecuencias legales como las contenidas en la

Ley 1273 de 2009 y todas las que le apliquen. Si ha recibido este correo por error, le agradecemos informarlo a cdsti@ugpp.gov.co y borrarlo

de su sistema. Las opiniones que contenga este mensaje son exclusivas de su autor, y no necesariamente representan la opinión oficial de

la UGPP. El remitente no aceptará responsabilidad alguna por daños causados por cualquier virus que pueda contener este correo.
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Bogotá D.C., 28 de septiembre de 2023

Honorable Juez,

Dra. ANA ELSA AGUDELO ARÉVALO
JUZGADO 42 ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO – SECCIÓN CUARTA
Bogotá D.C.
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
E.S.D.

REFERENCIA: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA  
MEDIO DE CONTROL:   NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
DEMANDANTE: MARIA EUGENIA CRUZ MOSQUERA
DEMANDADA: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 
PENSIONAL Y  
DE PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP.
RADICACIÓN: 11001333704220230023000

Radicado: 2023110005137081
*2023110005137081*

DIANA MARCELA ALDANA DIAZ, mayor de edad y vecina de esta ciudad, identificada 
con la Cédula de Ciudadanía No. 1.032.414.460 de Bogotá y portadora de la tarjeta 
profesional No. 268.643 del C. S de la J, en mi condición de apoderada judicial, según poder 
conferido por la Dra. CLAUDIA ALEJANDRA CAICEDO BORRAS, actuando en condición 
Subdirector General 040 - 24 de la Subdirección Jurídica de Parafiscales de la Dirección 
Jurídica de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL- UGPP,  conforme 
a las  resoluciones No. 379 del 31 de marzo de 2020, No. 688 del 04 de agosto de 2020, y 
acta de posesión No. 32 de fecha 04 de mayo  de 2020., de manera atenta y estando dentro 
de la oportunidad procesal, me permito descorrer el traslado para dar respuesta a la reforma 
de la demanda dentro del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
formulado por el Dr. MILTON GONZÁLEZ RAMÍREZ, en calidad de apoderado de la señora 
MARIA EUGENIA CRUZ MOSQUERA; de conformidad con el artículo 175 del C.P.A.C.A. 
en los siguientes términos:
          

I. EXCEPCIONES 

Al considerar Honorable Juez que existe ausencia de presupuestos que condicionan la 
admisibilidad de la relación jurídica-procesal, procedo a presentar y argumentar las 
siguientes excepciones, en concordancia con lo establecido en el numeral 5 del artículo 100 
del C.G.P, y en armonía con lo dispuesto en el artículo 161 y 165 del C.P.C.A. a fin de que 
se declaren probadas y en consecuencia se ordene la terminación del proceso y el archivo 
del expediente.

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co


       

                             

1. INEPTA DEMANDA POR INDEBIDA ACUMULACIÓN DE PRETENSIONES Y 
AUSENCIA DE VICIOS DE LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS 
DEMANDADOS

 
Para sustentar esta excepción es preciso citar las pretensiones formuladas por la parte 
accionante, así:

Como puede apreciarse en el presente caso se discute la legalidad de las Resoluciones 
RCC-54633 del 25 de noviembre de 2022 “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVEN 
LAS EXCEPCIONES INTERPUESTAS EN EL PROCESO ADMINISTRATIVO DE COBRO 
COACTIVO ADELANTADO EN CONTRA DE  (…)” y RCC-56381 del 09 de febrero de 
2023 “ POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVE EL RECURSO DE REPOSICION 



       

                             

INTERPUESTO CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE RESOLVIÓ LAS EXCEPCIONES 
PROPUESTAS DENTRO DEL PROCESO ADMINISTRATIVO DE COBRO COACTIVO 
ADELANTADO EN CONTRA DE (…)”, no obstante, dentro del acápite denominado por el 
actos como “CONCEPTO DE VULNERACIÓN” fueron presentados dos cargos:

 “Inexistencia de un método claro, preciso y eficiente para establecer el IBC 
de los trabajadores independientes, distintos a los contratistas de prestación 
de servicios”

 “Prorrateo de los ingresos de la declaración de renta y exclusión de los 
costos y gastos violando así el principio de favorabilidad”.

De a la lectura de los cargos formulados se puede establecer con claridad que dichos 
argumentos están encaminados a atacar la legalidad del título que dio origen al proceso de 
cobro coactivo, esto es a la Resolución RDO-2017-02782 del 11 de agosto de 2017, por 
medio de la cual la entidad emitió Liquidación Oficial en contra de MARIA EUGENIA 
CRUZ MOSQUERA dentro de un proceso de determinación de obligaciones e impuso las 
respectivas sanciones a las que hubo lugar. Así las cosas, el demandante no presenta 
dentro de su carga argumentativa ningún sustento que haga alusión a los actos 
administrativos demandados1, de donde se pueda invocar causal vicio alguno de legalidad; 
no plantea dentro del líbelo demandatorio argumento alguno relacionado con la ejecutoria 
de la ya enunciada liquidación oficial, siendo este el título que sustenta el proceso de cobro.

Ahora bien, no hubo ningún cargo que llevara a estudiar si se había presentado demanda 
de restablecimiento del derecho contra la liquidación oficial, o que estuviese pendiente de 
resolver recursos contra ella o en general alguna causal que impidiera la ejecutoria del 
proceso de determinación en los términos de los artículos 828 y 829 del Estatuto Tributario.

Se puede concluir entonces que las pretensiones, como los argumentos encaminados a 
atacar la conformación del título objeto de cobro y los factores que sirvieron para determinar 
la obligación, debieron alegarse dentro dicho proceso administrativo y no son susceptibles, 
ahora, de análisis en el procedimiento de cobro coactivo, lo que configura una causal de 
nulidad como es la INEPTA DEMANDA POR INDEBIDA ACUMULACIÓN DE 
PRETENSIONES, tenga en cuenta la situación expuesta, y deniegue las pretensiones por 
carecer de sustento factico y legal, y por previsión de un fallo inhibitorio.

De otro lado, los artículos 829-1, 831 y 835 del Estatuto Tributario limitan las controversias 
que pueden surtirse entorno de los actos administrativos que se expiden dentro del 
procesamiento de cobro coactivo y, en concreto, de las que pueden adelantarse ante la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 
En estos términos, en el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
incoado, la parte accionante puede discutir las causales de nulidad previstas en el artículo 
138 de la Ley 1437 de 2011, esto es la falsa motivación en la decisión, una falta de 
competencia en el funcionario que lo profirió, el desconocimiento del derecho de audiencia 
o de defensa, la desviación de poder o porque se emitió con infracción de las normas en 
que debía fundarse, o el desconocimiento del debido proceso.

De lo expuesto en párrafos anteriores, se observa cómo se pretende la nulidad de las 
Resoluciones RCC-54633 del 25 de noviembre de 2022 y RCC-56381 del 09 de febrero 
de 2023, sustentando la misma en cargos de Nulidad del Acto por ser expedido con 

1 Resoluciones RCC-54633 del 25 de noviembre de 2022 “POR MEDIO DE LA CUAL SE RESUELVEN LAS 
EXCEPCIONES INTERPUESTAS EN EL PROCESO ADMINISTRATIVO DE COBRO COACTIVO 
ADELANTADO EN CONTRA DE (…)” y RCC-56381 del 09 de febrero de 2023 “ POR MEDIO DE LA CUAL 
SE RESUELVE EL RECURSO DE REPOSICION INTERPUESTO CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE 
RESOLVIÓ LAS EXCEPCIONES PROPUESTAS DENTRO DEL PROCESO ADMINISTRATIVO DE COBRO 
COACTIVO ADELANTADO EN CONTRA DE (…)”



       

                             

infracción en las normas que debería fundarse y falsa motivación, donde el demandante 
sustenta sus pretensiones en objeciones propias de la conformación del título y de su 
legalidad, el cual ya se encuentra ejecutoriado, observemos:

Nótese que, en el presente asunto, el actor no formuló los recursos de la vía gubernativa, 
tampoco acreditó el ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho 
en contra de la liquidación oficial. Por ende, dicho acto administrativo se encuentra 
ejecutoriado y por consiguiente, su legalidad se presume. 

Al respecto se trae a colación lo indiciado por el Consejo de Estado en Sala de lo 
Contencioso Administrativo Sección Segunda Subsección B en sentencia de 03/11/2011 
Radicación número: 11001-03-25-000-2009-00050-00(0999-09) con ponencia del doctor 
VICTOR HERNANDO ALVARADO ARDILA:

“Sea la oportunidad para manifestar, que, a juicio de la Sala, la exigencia procesal 
contemplada en el numeral 4º del artículo 137 del C.C.A., se satisface cuando en el libelo 
demandatorio se consigne la invocación normativa y la sustentación de los cargos. 
Naturalmente, la parte actora, por la significación sustantiva que puede tener un concepto 
de violación en el que se evidencie de forma manifiesta la ilegalidad del acto acusado, 
requiere empeñarse en su elaboración, sin que los resultados del proceso dependan de un 
modelo estricto de técnica jurídica.

Solamente en ausencia total de este requisito o cuando adolezca de la enunciación 
normativa sin la correspondiente sustentación, a contrario sensu, se entenderá 
defectuosa la demanda por carencia de uno de sus presupuestos y necesaria la subsanación 
en el lapso contemplado en el artículo 143 del C.C.A., aserto que ratifica el carácter formal de 
la exigencia plasmada en el artículo 137 numeral 4º ibídem.”

En otrora, el Consejo de Estado en Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Quinta 
en sentencia de 07/11/1995 Radicación número: 1415 con ponencia del doctor MARIO 
ALARIO MÉNDEZ, indicó:

“(…) en la demanda, entre otros requisitos, deben indicarse los hechos u omisiones que sirven 
de fundamento a las pretensiones y señalarse las normas pretendidamente violadas y 
expresar el concepto de la violación, lo que indica, como reiteradamente ha explicado el 
Consejo de Estado, que en el proceso contencioso administrativo no se da un control general 
de legalidad, sino limitado a los hechos u omisiones alegados y a las normas que fueron 
citadas como violadas y al motivo de la violación.”.

Se entiende entonces señora Juez que el demandante está llamado a construir un concepto 
de violación que destruya la presunción de legalidad que ampara los actos 
administrativos demandados, aun cuando este no fuera suficiente para decretar su 
nulidad; de forma que, el control de legalidad que de ellos se realice, debe ejercerse en 
virtud de la justica rogada, pues es la parte demandante la que puede establecer y 
determinar las condiciones y, términos particulares y concretos acerca de cómo se le han 
vulnerado sus derechos con la expedición de determinado acto administrativo. 

Expuesto lo anterior, se observa que el demandante en los cargos propuestos se limita a 
endilgar situaciones no relacionadas a los actos administrativos demandados y que fueron 
objeto del auto admisorio del presente litigio, esto es respecto a los actos administrativos 
del proceso de cobro coactivo. Toda la argumentación de la demanda y los cargos 



       

                             

propuestos pretende el estudio de legalidad de los actos administrativos previos al proceso 
de cobro es decir pretende revivir la controversia respecto al proceso de determinación. 

Nótese su señoría que de la simple lectura de los cargos propuestos se puede concluir que 
el demandante no especifica de manera alguna como fueron presuntamente vulnerados 
los artículos de las normas que cita, respecto a los actos de cobro y tampoco es claro en 
sus apreciaciones sin que en el fondo se exprese con exactitud y claridad, cuál es la 
supuesta infracción o quebrantamiento en que incurrió la Unidad en la expedición del acto 
administrativo objeto de litigio. Se exige que el demandante le atribuya un sentido o 
significado a la disposición que cita para reclamar la protección de su derecho.

Razones suficientes para decretar la presunción de legalidad de las Resoluciones RCC-
54633 del 25 de noviembre de 2022 y RCC-56381 del 09 de febrero de 2023 
demandadas, en donde no se controvierte su legalidad con argumentos o cargos objeto de 
examen bajo los preceptos del artículo 835 del Estatuto Tributario, en concordancia con el 
artículo 138 de la Ley 1437 de 2011. Razones por las cuales debe prosperar la excepción 
propuesta por esta defensa.

II. A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 

Conforme a las consideraciones de orden fáctico y jurídico que se expondrán en la presente 
contestación, en forma respetuosa manifiesto a su H. Despacho que la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la 
Protección Social -UGPP-, que en adelante denominaré: “la Unidad”, se OPONE a todas y 
cada una de las declaraciones y pretensiones, formuladas en el escrito de demanda por el 
accionante, y procedo a dar respuesta a las mismas, del esto es a:

PRIMERA (2.1) Me OPONGO a que se declare la nulidad de la Resolución No. RCC- 54633 
del 25 de noviembre de 2022, por medio de la cual la Unidad Administrativa Especial de 
Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social – UGPP, resuelve 
las excepciones interpuestas contra el Mandamiento de Pago contenido en la Resolución 
RCC- 53189 del 12 de octubre de 2022 dentro del proceso administrativo de cobro coactivo 
adelantado en contra de la demandante, MARIA EUGENIA CRUZ MOSQUERA.

SEGUNDA (2.2) Me OPONGO a que se declare la nulidad de la Resolución No RCC- 56381 
del 9 de febrero de 2023; por medio de la cual la Unidad Administrativa Especial de Gestión 
Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social – UGPP, resolvió el recurso 
de reposición interpuesto contra la resolución que resolvió las excepciones propuestas 
contra el Mandamiento de Pago contenido en la Resolución RCC- 53189 del 12 de octubre 
de 2022 dentro del proceso administrativo de cobro coactivo adelantado en contra la 
demandante, MARIA EUGENIA CRUZ MOSQUERA.

TERCERA (2.3) Me OPONGO a que se declare probadas las excepciones propuestas 
contra el Mandamiento de Pago contenido en la Resolución RCC- 53189 del 12 de octubre 
de 2022 dentro del proceso de cobro coactivo en contra de la señora MARIA EUGENIA 
CRUZ MOSQUERA.

CUARTA (2.4) Me OPONGO a que se declare probadas las excepciones propuestas contra 
el Mandamiento de Pago contenido en la Resolución RCC- 53189 del 12 de octubre de 
2022 dentro del proceso de cobro coactivo en contra de la señora MARIA EUGENIA CRUZ 
MOSQUERA y que en consecuencia el mencionado acto administrativo sea revocado.

QUINTA (2.5) Me OPONGO a que se acceda a la petición de que se restablezcan los 
derechos de la demandante, en el sentido de declarar que no procede el pago a favor del 



       

                             

Tesoro Nacional por las sumas establecidas por la UGPP en la Resolución RCC- 53189 del 
12 de octubre de 2022.

III. A LOS HECHOS DE LA DEMANDA

Procedo a dar respuesta a cada uno de ellos, así: 

AL HECHO 3.1. Es parcialmente cierto y se aclara, si bien el día 12 de octubre de 2022 
la UGPP libró mandamiento de pago en el proceso de cobro coactivo en contra de la 
demandante, lo hizo mediante Resolución No. RCC-53189 y no la señalada en la demanda.

 Ver archivos de la carpeta de antecedentes administrativos: 6. Mandamiento de Pago_ Mandamiento epc RCC 53189 
12 10 2022 -1665697775105.

AL HECHO 3.2. No es cierto, la Resolución No. RCC-53189 del 12 de octubre de 2022 fue 
notificada a la deudora mediante correo electrónico certificado el día 18 de octubre de 2022, 
con el Oficio No.2022150004022841 del 14 de octubre de 2022, según consta en la guía 
de entrega No.DF5B533A905525D901F6F2444FF09BB258280B68 de Certimail.

 Ver archivos de la carpeta de antecedentes administrativos: 6. Mandamiento de Pago_ NOTIF ENVIO RCC -53189 Y 
OFICIO NOTIF RCC-53189 Rad2022… 

AL HECHO 3.3. Es parcialmente cierto, si bien el abogado de la demandante presentó 
escrito de excepciones en contra del mandamiento de pago mediante radicado UGPP No. 
2022400303016022, la fecha de presentación corresponde al 10 de noviembre de 2022 y 
no a la señalada en la demanda.
 Ver archivos de la carpeta de antecedentes administrativos: 7. Resolución que Resuelve Excepciones.

AL HECHO 3.4. Es cierto.

AL HECHO 3.5. Es cierto, mediante Resolución No. RCC- 54633 del 25 de noviembre de 
2022, la subdirección de cobro de mi defendida dispuso:



       

                             

 Ver archivos de la carpeta de antecedentes administrativos: 6. Mandamiento de Pago.

AL HECHO3.6. Es cierto.

AL HECHO 3.7. NO ES CIERTO, La notificación de la Resolución No. RCC- 54633 del 25 
de noviembre de 2022 se surtió el día 18/10/2022, tal y como consta en el siguiente acuse 
de recibido de CERTIMAIL:



       

                             

 Ver archivos de la carpeta de antecedentes administrativos: 6. Mandamiento de pago_ NOTIF ENVIO RCC-53189.

AL HECHO 3.8. Es cierto.

 Ver archivos de la carpeta de antecedentes administrativos: 4. Recurso de Reposición.

AL HECHO 3.9. Es cierto.

 Ver archivos de la carpeta de antecedentes administrativos: 4. Recurso de Reposición_ REPOSICION RCC 56381 DEL 09 
02 2023…

AL HECHO 3.10. Es cierto, según consta en la siguiente guía de entrega de CERTIMAIL:

 Ver archivos de la carpeta de antecedentes administrativos: 4. Recurso de Reposición_ NOTIF ENVIO RCC-56381.



       

                             

I. ARGUMENTOS DE DEFENSA

Ahora bien, como metodología a utilizar, en la estructura de la contestación de la presente 
demanda es la siguiente: 

1. PRONUNCIAMIENTO DEL ÁPICE DENOMINADO “5. DISPOSICIONES 
QUEBRANTADAS” 

2. DESARROLLO DE TODOS Y CADA UNO DE LOS PLANTEAMIENTOS 
FORMULADOS POR EL DEMANDANTE EN EL ÁPICE DENOMINADO “6. 
CONCEPTO DE VULNERACIÓN”.

Aclarado lo anterior, se procede a dar desarrollo de la metodología así: 

1. PRONUNCIAMIENTO DEL ACAPITE DENOMINADO “5. DISPOSICIONES 
QUEBRANTADAS” 

Previo a desarrollar este ítem, es preciso indicar su Señoría que la parte actora no 
determina en que consistió la supuesta omisión o extralimitación en el ejercicio de los 
funcionarios de la Unidad; así como tampoco demuestra que los actos administrativos no 
estén investidos de presunción de legalidad, que hayan sido expedidos para satisfacer 
fines particulares o con extralimitación de funciones o, que exista una divergencia entre los 
fines realmente perseguidos y los que, según la norma aplicable deberían orientar la 
decisión administrativa, infundados en lo que denomina una falsa motivación.

Por lo anterior traemos a colación lo establecido en el artículo 6to de la Constitución 
Política, que dice: 

“Artículo 6. Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la 
Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o 
extralimitación en el ejercicio de sus funciones.

En este sentido, y contrario a lo afirmado por la parte actora, al revisar detenidamente los 
actos administrativos demandados, podrá verificarse que los mismos se expidieron en 
cumplimiento de los fines y competencias señaladas en la Ley.

En este orden de ideas es importante adicionar a lo anterior, que la Entidad que represento 
no ha vulnerado ninguna de las normas que la parte actora cita como “disposiciones 
violadas”, de su lectura se puede colegir que corresponde a transcripción, resumen y 
apreciación que se hace de las mismas, sin que en el fondo se exprese con exactitud y 
claridad, cuál es la supuesta infracción o quebrantamiento en que incurrió la Unidad en la 
expedición de los actos administrativos demandados. Nótese como la demandante hace 
una enunciación de las normas, sin que efectúe un análisis pormenorizado de las mismas 
y las razones por las que supuestamente resultan infringidas. 

Ahora, nótese en el escrito de demanda, la vaguedad con la que se hace un recuento de 
las normas presuntamente violadas sin que se argumente el soporte de su afirmación, de 
manera que carece de las características que deben mantener los escritos de demanda, a 
saber: certeza, especificidad y suficiencia. 
Bajo los preceptos normativos y jurisprudenciales expuestos en el acápite de esta 
contestación denominado:

“DEL SISTEMA DE LA PROTECCION SOCIAL- SENSIBILIZACION FRENTE A LA 
OBLIGATORIEDAD DE AFILIACION Y PAGO DE APORTES AL SISTEMA”, exponemos la 



       

                             

función social que cumple la UGPP al determinar el adecuado completo y oportuno pago de 
las contribuciones parafiscales de la protección social, en salvaguarda de derechos de 
terceros a la salud, pensión, riesgos laborales; logrando el aseguramiento efectivo de los 
riesgos derivados  de la actividad laboral, y su garantía de protección a la vejez; recursos 
estos que reiteramos no ingresan al presupuesto nacional, sino que  van dirigidos 
directamente al propio sistema  de seguridad social a fin de financiar servicios con calidad en 
oportunidad a la población más vulnerable de la sociedad de conformidad con lo señalado en 
el artículo 48 de la Constitución Política.

En consecuencia, no se observa violación a los artículos de la Constitución Política, por 
cuanto la normatividad aplicada en la expedición de los actos administrativos ha sido de 
manera armónica ajustada a la variedad de normas existentes para la UGPP.

Sobre este punto, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Cuarta – 
Subsección “B” en Sentencia de fecha 09 de abril de (2014) - 2015, Magistrado Ponente, 
Dr. José Antonio Molina Torres, Exp. No. 11001-33-37 044 2013 – 00045 -01, al resolver 
un caso similar al que nos ocupa, dijo:

“De todo lo anterior se concluye, que la UGPP tiene la titularidad para ejercer funciones 
de fiscalización, determinación y cobro de las contribuciones de la Protección Social. 
Donde, en el caso de los omisos, la entidad está facultada para adelantar directamente las 
investigaciones que estime convenientes para establecer la ocurrencia de los hechos 
generadores de obligaciones en materia de contribuciones parafiscales de la protección social 
no declarados, según los términos del artículo 20.3 del prenotado decreto. 
Consecuencialmente, la UGPP está habilitada para proferir los requerimientos, las 
liquidaciones oficiales y demás actos de determinación de las obligaciones de acuerdo 
con la ley (art. 20.10 ib). Con el agregado de que en la esfera de la determinación oficial, 
la GPP tiene las facultades previstas en el artículo 664 y concordantes del ET (art. 156.4, 
lit. b).(…) 

Al respecto la Sala reitera las consideraciones ya hechas en torno al régimen jurídico de la 
seguridad Social en Salud, de acuerdo con el cual la UGPP tiene suficiente competencia 
para expedir los actos censurados, según a voces del artículo 156 de la Ley 1151 de 
2007m del artículo 1° del Decreto Ley 169 de 2008, del Decreto 5021 de 2009 y el Decreto 
575 de 2013. Asimismo, la pretendida inaplicación de este decreto resulta 
improcedente, pues a todas luces este acto no exhibe incompatibilidad alguna con el 
ordenamiento superior, Lo mismo se predica del Decreto 575 de2013. No prospera el 
cargo.” (Negrilla y subrayas fuera del texto original).

Con la exposición anterior, queda plenamente demostrado que en aplicación de la 
disposición constitucional consagrada en el artículo 121 de la C.P., se tiene que el origen 
de la competencia de la UGPP radica en el artículo 156 de la Ley 1151 de 2007 al otorgar 
a esta Entidad las funciones de seguimiento, colaboración y determinación de la adecuada, 
completa y oportuna liquidación y pago de las contribuciones parafiscales de la protección 
social, precepto normativo que encuentra plena armonía con el Decreto 575 de 2013, al 
establecer de forma específica los funcionarios que debían desarrollar las funciones 
señaladas en dicha Ley, por tanto no se quebranta el artículo 121 Superior. 

A continuación, la suscrita apoderada de la UGPP procede a abordar todos y cada uno de 
los argumentos planteados por el demandante, así:

2. DESARROLLO DE TODOS Y CADA UNO DE LOS PLANTEAMIENTOS 
FORMULADOS POR EL DEMANDANTE EN EL ÁPICE DENOMINADO “6. 
CONCEPTO DE VULNERACIÓN”.

En primer lugar es preciso resaltar Señora Juez que tal como se sustentó en el ápice de 
EXCEPCIONES de este escrito de contestación, el cargo presentado por la parte 
accionante no tiene relación con el Proceso Administrativo de Cobro Coactivo, como 
tampoco con la legalidad de las Resoluciones  No RCC- 54633 del 25 de noviembre de 



       

                             

2022, Resolución No RCC- 56381 del 9 de febrero de 2023 por medio de las cuales se 
resolvieron excepciones en contra del mandamiento de pago y resolvió recurso de 
reposición, objeto de este litigio, pues es evidente que la parte accionante pretende 
engañosamente revivir una discusión de la etapa de determinación de aportes,  discusión 
se encuentra finalizada.

En ese orden, no tiene el H. Despacho elementos de juicio para que la habiliten para 
controvertir la motivación del acto demandado en lo que respecta a los cargos presentados 
por la parte demandante, por lo que se solicita estudiar de fondo la EXCEPCIÓN 
PROPUESTA EN EL ESCRITO DE CONTESTACIÓN.

Ahora bien, para el pronunciamiento respectivo los numerales 6.1 y 6.2 del escrito de manda 
se procederá a unificar y desarrollar en un sólo acápite así:

DEL IBC DE LOS TRABAJADORES INDEPENDIENTES, INGRESOS, COSTOS Y 
PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD

Manifiesta el demandante, en síntesis, que para el año 2014 no existía un método claro y 
preciso que estableciera el IBC de los trabajadores independientes distintos de los contratos 
de prestación de servicios. Además, que la Unidad no estaría facultada para establecer los 
presupuestos de la presunción de ingresos y que el artículo 135 de la Ley 1753 de 2015 no 
le era aplicable a su representada.

Al respecto, Honorable Juez, se desestiman los argumentos expuestos por el 
demandante con fundamento en las siguientes consideraciones:

 En cuanto a la aplicación del artículo 135 de la Ley 1753 de 2015

Al respecto, debe precisarse que la Ley 1753 de 2015 Por la cual se expide el Plan Nacional 
de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país” entró en vigencia el 9 de junio de 2015, 
y en virtud del principio de irretroactividad de la ley[1], esta no es aplicable a hechos que 
ocurrieron con anterioridad a su expedición.

De esta manera, por ser las contribuciones parafiscales, tributos de causación inmediata, 
no se aplicó en el proceso de fiscalización de la señora MARIA EUGENIA CRUZ 
MOSQUERA el artículo 135 de la Ley 1753 de 2015, pues conforme a la normatividad 
vigente, la Unidad aplicó para la determinación del IBC de los trabajadores 
independientes el artículo 19 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 6 de la 
Ley 797 de 2003, en concordancia con el artículo 1 y 3 del Decreto 510 de 2003.

Así mismo se aclara, que el artículo 135 de la ley 1753 de 2015, entró a regir a partir 
de julio de 2015, por lo cual, debe aclararse que esta ocurrió con posterioridad al año 
fiscalizado 2014, como ya se anotó, entonces se reitera que para la época de los 
hechos la norma que se encontraba vigente era la Ley 1438 de 2011, que presume la 
capacidad de pago del contribuyente y frente a lo cual estaba en obligación de 
realizar aportes al sistema de seguridad social.

Es de importancia recordar que la relación jurídica sustancial impositiva, nace en el 
momento de causación del tributo, que en este caso fue el periodo 2014, con lo cual, quedó 
configurada la obligación de pago al amparo de las normas vigentes al momento de su 
causación lo que la hace intangible.

De manera que el incumplimiento con el deber de afiliación y/o vinculación a los 
subsistemas de salud y pensión, conlleva a la incursión en conducta sancionable por 
omisión, el pago incompleto o por menores valores de su capacidad de pago implica 
inexactitud y el no pago oportuno conlleva mora frente al sistema se seguridad social 

https://mail.google.com/mail/u/0/#m_-3983940172591570701_m_701307409308599968__ftn1


       

                             

(Decreto 3033 de 2013, artículo 1) y habilita a la UGPP a desplegar las funciones asignadas 
en el artículo 178 de la Ley 1607 de 2012, que dispone:

“ARTÍCULO 178. COMPETENCIA PARA LA DETERMINACIÓN Y EL COBRO DE LAS 
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL. La UGPP será la 
entidad competente para adelantar las acciones de determinación y cobro de las 
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, respecto de los omisos e inexactos, 
sin que se requieran actuaciones persuasivas previas por parte de las administradoras. 

PARÁGRAFO 1º. Las administradoras del Sistema de la Protección Social continuarán 
adelantando las acciones de cobro de la mora registrada de sus afiliados, para tal efecto las 
administradoras estarán obligadas a aplicar los estándares de procesos que fije la UGPP. La 
UGPP conserva la facultad de adelantar el cobro sobre aquellos casos que considere 
conveniente adelantarlo directamente y de forma preferente, sin que esto implique que las 
administradoras se eximan de las responsabilidades fijadas legalmente por la omisión en el 
cobro de los aportes. 

PARÁGRAFO 2º. La UGPP podrá iniciar las acciones sancionatorias y de determinación 
de las Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, con la notificación del 
Requerimiento de Información o del pliego de cargos, dentro de los cinco (5) años 
siguientes contados a partir de la fecha en que el aportante debió declarar y no declaró, 
declaró por valores inferiores a los legalmente establecidos o se configuró el hecho 
sancionable. En los casos en que se presente la declaración de manera extemporánea o se 
corrija la declaración inicialmente presentada, el término de caducidad se contará desde el 
momento de la presentación de la declaración extemporánea o corregida” (Se resalta).

Ahora, de cara al cumplimiento de los principios de universalidad y solidaridad en que se 
funda el Sistema General de Seguridad Social Integral (literal b) del artículo 156 de la Ley 
100 de 1993), frente al cual todas las personas que tengan capacidad de pago tienen la 
obligación de afiliarse y contribuir para el sostenimiento del sistema. Tal como lo puntualizó 
la Corte Constitucional en la sentencia C-578 de 2009, al caracterizar dentro del concepto 
de “trabajador independiente” a los rentistas de capital y a los trabajadores por cuenta 
propia o que desempeñas actividades por su cuenta y riesgo al dar alcance a lo establecido 
en el artículo 15 del Decreto 3063 de 1989, pues se entiende que lo perseguido es incluir 
a toda persona económicamente activa con capacidad de pago.

Aunado a lo anterior, el artículo 157 de la Ley 100 de 1993 indicó:

“Artículo. 157.- Tipos de participantes en el sistema general de seguridad social en 
salud. A partir de la sanción de la presente ley, todo colombiano participará en el servicio 
público esencial de salud que permite el sistema general de seguridad social en salud. Unos 
lo harán en su condición de afiliados al régimen contributivo o subsidiado y otros lo harán en 
forma temporal como participantes vinculados.

 A) Afiliados al sistema de seguridad social
 
Existirán dos tipos de afiliados al sistema general de seguridad social en salud:

1.     Los afiliados al sistema mediante el régimen contributivo son las personas vinculadas a 
través de contrato de trabajo, los servidores públicos, los pensionados y jubilados y los 
trabajadores independientes con capacidad de pago. Estas personas deberán afiliarse al 
sistema mediante las normas del régimen contributivo de que trata el capítulo I del título III de 
la presente ley. (…) (Se destaca y subraya)
El Gobierno al reglamentar los anteriores artículos, expidió el Decreto 806 de 1998, el cual en 
su artículo 26, literal d, incluye expresamente a los rentistas de capital como afiliados al 
régimen contributivo de salud, en calidad de cotizantes, así:

“Artículo 26. Afiliados al régimen contributivo. Las personas con capacidad de 
pago deberán afiliarse al Régimen Contributivo mediante el pago de una cotización o aporte 
económico previo, el cual será financiado directamente por el afiliado o en concurrencia entre 
éste y su empleador.



       

                             

Serán afiliados al Régimen Contributivo del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud:

1.     Como cotizantes:
(…)

d) Los trabajadores independientes, los rentistas, los propietarios de las empresas y en 
general todas las personas naturales residentes en el país, que no tengan vínculo contractual 
y reglamentario con algún empleador.” (Se destaca y subraya).

De otra parte, el artículo 1º del Decreto 1406 de 1999 por el cual se implementó el Registro 
Único de Aportantes al Sistema de Seguridad Social Integral, sobre el debate, dispuso:

“Artículo 1o. Alcance de las expresiones "sistema", "entidad administradora", 
"administradora", "aportante" y "afiliado". (Artículo compilado en el artículo 3.2.1.1 del 
Decreto Único Reglamentario 780 de 2016. Debe tenerse en cuenta lo dispuesto por el 
artículo 4.1.1 del mismo Decreto 780 de 2016)

Para los efectos del presente decreto, las expresiones "sistema", "entidad administradora", 
"administradora", "aportante" y "afiliado" tendrán los siguientes alcances:
(…)

“Aportante" es la persona o entidad que tiene la obligación directa frente a la entidad 
administradora de cumplir con el pago de los aportes correspondientes a uno o más de los 
servicios o riesgos que conforman el Sistema y para uno o más afiliados al mismo. Cuando 
en este decreto se utilice la expresión "aportantes", se entenderá que se hace referencia a 
las personas naturales o jurídicas con trabajadores dependientes, a las entidades promotoras 
de salud, administradoras de pensiones o riesgos profesionales obligadas a realizar aportes 
correspondientes al Sistema, a los rentistas de capital y demás personas que tengan 
capacidad de contribuir al financiamiento del SGSSS, y a los trabajadores independientes 
que se encuentren afiliados al Sistema de Seguridad Social Integral.” (Subrayado y 
negrilla fuera de texto)

A su turno, el artículo 29 Ibídem establece:

“Artículo 29. Aportes íntegros al Sistema General de Seguridad Social en Salud. Los 
trabajadores que tengan un vínculo laboral o legal y reglamentario y que, además de 
su salario, perciban ingresos como trabajadores independientes, deberán autoliquidar 
y pagar el valor de sus aportes al SGSSS en lo relacionado con dichos ingresos.” 
(Negrilla y subrayas fuera del texto)

Aunado a lo anterior, en sentencia de la Corte Constitucional C-578 del 26 de agosto de 
2009, M.P. Juan Carlos Henao Pérez, concluyó que de la interpretación de los artículos 157 
y 204 de la Ley 100 de 1993 debían considerarse a los rentistas de capital incluidos dentro 
de la expresión “trabajadores independientes”, así:

 “(…) Ahora bien, para intervinientes como la CUT, si bien con la expresión “trabajadores 
independientes” se incurre en un defecto técnico al otorgar a los “independientes con 
capacidad de pago” la calidad de “trabajadores”, no por ello la norma deviene 
inconstitucional, en la medida que una compresión amplia de la expresión permite 
incluir dentro de tal concepto el de “rentistas” tal como en su momento lo señaló el 
Decreto 3063 de 1989, en su artículo 15, según el cual es trabajador independiente toda 
“persona natural que ejerce personal y directamente una profesión, oficio o actividad 
económica, con o sin trabajadores a su servicio, sin sujeción a contrato de trabajo”, 
con lo cual se concluye que la expresión trabajadores independientes incluye a todas 
las personas económicamente activas.



       

                             

Lo expuesto permite demostrar que para ninguno de los intervinientes la interpretación de las 
normas acusadas puede ser diferente a aquella que asegure los principio de universalidad y 
solidaridad, es decir, la obligatoriedad de que los “rentistas” coticen al Sistema General de 
Seguridad Social en Salud y, en últimas, es este entendimiento de la norma el que debe 
preferirse a aquel que no se ajuste al precepto constitucional que obliga a que todo 
colombiano se encuentre afiliado al Sistema General de Seguridad Social en Salud sin 
excepción alguna, aspecto que en definitiva permite concluir que los cargos de la demanda 
recaen sobre una apreciación limitada del tenor literal del numeral 1 de la Letra A del artículo 
157 y el parágrafo segundo del artículo 204 de la Ley 100, lo cual ni siquiera atiende el 
mandato contenido en el inciso primero de la disposición acusada, según el cual “A partir 
de la sanción de la presente ley, todo colombiano participará en el servicio público esencial 
de salud que permite el sistema general de seguridad social en salud […]” . (Subrayas y 
negrillas fuera del texto). 

En otras palabras, trabajador independiente no solamente se circunscribe a “las personas 
que prestan directamente servicios”, sino que se refiere a todas las personas que, en virtud 
de una relación jurídica no laboral, obtienen ingresos a partir de los cuales se predica su 
capacidad de pago.

Al respecto, en un caso similar al que aquí se ventila, en decisión de segunda instancia 
proferida por el H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Cuarta – Subsección 
A de fecha 13 de julio de 2017, MP Doctora Amparo Navarro López, al determinar la 
obligación de los rentistas de capital y el IBC, sostuvo: 

“5.1.2. Determinar y liquidar los aportes al sistema de la protección social del actor.
(…)

Por lo tanto, entendido el concepto de la palabra determinación; la inserción que hiciera el 
legislador a las facultades contenidas y dirigidas a la UGPP es evidente que esta puede entrar 
a verificar, aceptar o no, valores que hacen parte del Ingreso Base de Cotización, puesto que 
el IBC para el caso de aportes al Sistema de protección Social son todos los ingresos que el 
trabajador cotizante en cualquiera de sus modalidades reciba como contraprestación de su 
actividad laboral.

Conforme a lo dispuesto en el numeral 1 o del artículo 26 del Decreto 806 de 1998, la UGPP 
encontró que el accionante reúne los presupuestos allí determinados para dejar de ser 
beneficiario y ser responsable como sujeto que cotiza al Sistema de Protección Social, puesto 
que, como trabajador independiente, reúne la calidad de tener capacidad económica y ser 
rentista. Así las cosas, en el presente asunto se ha determinado y ratificado la competencia 
de la U.A.E. UGPP para determinar y liquidar los aportes al Sistema de Protección Social con 
cargo al responsable -parte actora-, pues el legislador facultó dicha tarea en la disposición 
contenida en el artículo 156 de la Ley 1151 de 2007, circunstancia con la cual, amerita 
confirmar la Sentencia recurrida y por ende negar las suplicas del medio de control de nulidad 
y restablecimiento del derecho, al considerarse que el señor Carlos Edmundo Chaparro 
Bohórquez omitió el deber de cotizar sus aportes al Sistema de protección Social hoy 
administrado por la  A.U.E. UGPP.” (Subrayado fuera de texto)

Conforme con los apartes normativos y jurisprudenciales citados, tenemos que desde la 
Ley 100 de 1993 existe la obligación de afiliarse y cotizar para los subsistemas de Salud y 
Pensión, para los trabajadores independientes con capacidad de pago.

Debe reiterarse que según el artículo 33 de la Ley 1438 de 2011, se presumen con 
capacidad de pago y de ingresos las personas naturales declarantes del impuesto de renta 
y complementarios, impuesto a las ventas e impuesto de industria y comercio y en 
consecuencia, están obligados a afiliarse al Régimen Contributivo; razón por la cual, esta 
Unidad tomó la declaración de renta del aportante para confirmar su capacidad de pago 
con base en los ingresos registrados.  



       

                             

Ahora bien, en relación a la base de cotización es importante aclarar que de conformidad 
con el artículo 30 del Decreto 510 de 2003, por medio del cual se reglamentan parcialmente 
los artículos 3°, 5°, 7, 8, 9°, 10 Y 14 de la Ley 797 de 2003: "La base de cotización para el 
Sistema General de Pensiones deberá ser la misma que la base de la cotización del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud y que la misma norma dispuso que la base 
de cotización del Sistema General de Pensiones será como mínimo en todos los casos de 
un salario mínimo legal mensual vigente, y máximo de 25 salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

Así es que, a partir de este Decreto la base de cotización es la misma para ambos 
subsistemas.

Frente a la determinación del IBC basta con reiterar lo expuesto en precedencia, en lo 
relacionado con la obligación de efectuar aportes al ser un independiente con capacidad de 
pago, por su parte en cuanto el IBC con el cual deben efectuar los aportes a salud y a 
pensiones, tal y como lo prevén los artículos 1 y 3 del Decreto 510 de 2003, corresponde 
a los ingresos efectivamente percibidos  por el afiliado durante el período a declarar, 
con la posibilidad de deducir de las sumas recibidas aquellas expensas que tengan 
relación de causalidad con su  actividad productora y sean necesarias y 
proporcionadas como lo dispone el artículo 107 del Estatuto Tributario, cuyo valor 
definitivo en ningún caso podrán ser inferiores a un salario mínimo, ni superiores a 25 
salarios mínimos mensuales legales vigentes.

El artículo 1º del Decreto 510 de 2003 reglamentario de la Ley 797 de 2003, al respecto 
señaló:

Artículo 1°. De conformidad con lo previsto por el artículo 15 de la Ley 100 de 1993, modificado 
por el artículo 3° de la Ley 797 de 2003, las personas naturales que prestan directamente 
servicios al Estado o a las entidades o empresas del sector privado bajo la modalidad de 
contratos de prestación de servicios o cualquier otra modalidad de servicios que adopten, 
deberán estar afiliados al Sistema General de Pensiones y su cotización deberá 
corresponder a los ingresos que efectivamente perciba el afiliado. Para este propósito, 
él mismo deberá declarar en el formato que para tal efecto establezca la Superintendencia 
Bancaria, ante la administradora a la cual se afilie, el monto de los ingresos que efectivamente 
percibe, manifestación que se entenderá hecha bajo la gravedad del juramento. (…)
Parágrafo. Se entiende por ingresos efectivamente percibidos por el afiliado aquellos que él 
mismo recibe para su beneficio personal. Para este efecto, podrán deducirse las sumas que 
el afiliado recibe y que debe erogar para desarrollar su actividad lucrativa en las mismas 
condiciones previstas por el artículo 107 del Estatuto Tributario.”

Artículo 3°. La base de cotización del Sistema General de Pensiones será como mínimo en 
todos los casos de un salario mínimo legal mensual vigente, y máximo de 25 salarios mínimos 
legales mensuales vigentes, límite este que le es aplicable al Sistema de Seguridad Social en 
Salud. Este límite se aplicará a las cotizaciones cuyo pago debe efectuarse a partir del mes 
de marzo.
La base de cotización para el Sistema General de Pensiones deberá ser la misma que 
la base de la cotización del Sistema General de Seguridad Social en Salud, salvo que el 
afiliado cotice para el Sistema General de Pensiones sobre una base inferior a la mínima 
establecida para el Sistema General de Seguridad Social en Salud.”

Cotizaciones al sistema general de pensiones, el artículo 19 de la Ley 100 de 1993 
podemos verificar la base de cotización para trabajadores independientes así:

“(…) Artículo 19. Base de cotización de los trabajadores independientes. Los afiliados al 
sistema que no estén vinculados mediante contrato de trabajo, contrato de prestación de 
servicios o como servidores públicos, cotizarán sobre los ingresos que declaren ante la 
entidad a la cual se afilien, guardando correspondencia con los ingresos efectivamente 
percibidos.



       

                             

A su turno el artículo 107 del Estatuto Tributario dispone:

“Son deducibles las expensas realizadas durante el año o período gravable en el desarrollo 
de cualquier actividad productora de renta, siempre que tengan relación de causalidad con 
las actividades productoras de renta y que sean necesarias y proporcionadas de acuerdo con 
cada actividad. La necesidad y proporcionalidad de las expensas debe determinarse con 
criterio comercial, teniendo en cuenta las normalmente acostumbradas en cada actividad y 
las limitaciones establecidas en los artículos siguientes.  (…)”

El anterior análisis normativo y jurisprudencial permite concluir que tanto los trabajadores 
independientes con capacidad de pago, son aportantes obligatorios al sistema de seguridad 
social integral (salud y pensión) y que el Ingreso Base de Cotización corresponde a los 
ingresos efectivamente percibidos, menos las expensas para desarrollar su actividad 
económica.

Sin embargo, para efectos de proceder con las citadas deducciones es necesario tener en 
cuenta que el mismo Estatuto Tributario en su artículo 107, ha determinado, en cuanto a 
las deducciones que: “(…) son deducibles las expensas realizadas durante el año o período 
gravable en el desarrollo de cualquier actividad productora de renta, siempre que tengan 
relación de causalidad con las actividades productoras de renta y que sean necesarias y 
proporcionadas de acuerdo con cada actividad (…)”, de esta manera el legislador fijó un 
criterio inicial de interpretación de la situación en comento, es decir, en primer lugar la 
Administración está obligada a efectuar un juicio a fin de evaluar la relación de causalidad 
del costo con la actividad productora de renta, si de este test de validez surgen razones 
para sostener la existencia de dicho nexo causal, el análisis debe fundarse en el artículo 
771-2 del E.T. en concordancia con el 617 y 618 del mismo cuerpo normativo a los cuales 
hace remisión expresa, los cuales, analizados en conjunto, establecen la tarifa legal con la 
que debe analizarse cada soporte, a fin de establecer si procede como deducción. 

De lo anterior se puede deducir que la Unidad expresó los motivos que fundamentaron la 
decisión demandada, además dichos motivos correspondieron a una concreta relación 
entre los hechos y las consideraciones jurídicas que le asistieron, de tal manera que lo 
resuelto corresponde a la realidad de los acontecimientos, toda vez que, en el acto 
demandado se trae a colación la normas aplicables para los trabajadores independientes 
frente al Sistema de la Protección Social, las cuales se encuentran en el literal c) del artículo 
16 del Decreto 1406 de 1999, compilado en el artículo 2.2.1.1.1.3 del Decreto Único del 
Sector Salud 780 de 2016, los cuales definen como trabajador independiente a aquel que 
no se encuentre vinculado laboralmente a un empleador mediante contrato de trabajo o a 
través de una relación legal y reglamentaria.

Así las cosas, los trabajadores independientes que cuenten con capacidad de pago, es 
decir, que perciban ingresos, son aportantes al Sistema de Seguridad Social Integral y, por 
ello, deberán autoliquidar y pagar el valor de sus respectivos aportes en lo relacionado con 
dichos ingresos.

Así pues, de acuerdo con lo argumentado a lo largo del presente escrito, la obligación de 
afiliarse, cotizar y pagar los aportes al sistema integral de seguridad social, les corresponde 
a todos los habitantes del territorio Colombiano que tengan capacidad de pago, la cual se 
determina por los ingresos efectivamente percibidos. 

Al respecto, en el Subsistema de Pensión, la Ley 100 de 1993 en su artículo 13 literal a), 
modificado por el artículo 2º de la Ley 797 de 2003 estableció “la afiliación es obligatoria 
para todos los trabajadores dependientes e independientes”.



       

                             

En igual sentido en el artículo 15 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 3 de la 
Ley 797 de 2003, se establecieron dos tipos de afiliados, los obligatorios y los voluntarios. 
Para el caso de los afiliados obligatorios dijo: 

“Artículo 15. Afiliados. <Artículo modificado por el artículo 3 de la Ley 797 de 2003. El nuevo 
texto es el siguiente:> Serán afiliados al Sistema General de Pensiones:

1. En forma obligatoria: <Ver Jurisprudencia Vigencia> Todas aquellas personas vinculadas 
mediante contrato de trabajo o como servidores públicos. Así mismo, las personas naturales 
que presten directamente servicios al Estado o a las entidades o empresas del sector privado, 
bajo la modalidad de contratos de prestación de servicios, o cualquier otra modalidad de 
servicios que adopten, los trabajadores independientes y los grupos de población que por 
sus características o condiciones socioeconómicas sean elegidos para ser beneficiarios de 
subsidios a través del Fondo de Solidaridad Pensional, de acuerdo con las disponibilidades 
presupuestales.” (Negrita nuestra)

De acuerdo con el marco legal, los trabajadores independientes deben estar afiliados en 
forma obligatoria al Subsistema de Pensión. Dicha afiliación deberá hacerse de acuerdo 
con los ingresos efectivamente percibidos, como establece el artículo 1º del Decreto 510 de 
2003.

Igualmente, cabe reiterar que la base de cotización para el Sistema General de Pensiones 
deberá ser la misma que la base de la cotización del Sistema General de Seguridad Social 
en Salud, y que la base mínima será de un salario mínimo legal mensual vigente, y máximo 
de 25 salarios mínimos legales mensuales vigentes.2

De acuerdo con el marco legal, se entiende que son afiliados obligatorios al Sistema 
General de Seguridad Social Integral en calidad de cotizantes, aquellas personas que 
sean trabajadores independientes, rentistas de capital o contratistas, quienes tengan 
capacidad de pago, y sean residentes en el país, por tanto, no es de recibido los 
argumentos expuestos por la contraparte, pues se puede evidenciar que no existe confusión 
alguna respecto al deber de cotizar y pagar los aportes a seguridad social, puesto como ya 
se dijo, es un deber y obligación social en virtud del principio de solidaridad.

Por otro lado, la norma que permite analizar, calcular y fijar una base de cotización para los 
trabajadores independientes por cuenta propia y los rentistas de capital es el Decreto 510 
de 2003, en sus artículos 1 y 3, (norma aplicable para el periodo fiscalizado, año 2014), el 
cual señala:

“Artículo 1º. De conformidad con lo previsto por el artículo 15 de la Ley 100 de 1993, 
modificado por el artículo 3º de la Ley 797 de 2003, las personas naturales que prestan 

2 Decreto 510 de 2003 Artículo 1º . De conformidad con lo previsto por el artículo 15 de la Ley 100 de 1993, 
modificado por el artículo 3° de la Ley 797 de 2003, las personas naturales que prestan directamente servicios 
al Estado o a las entidades o empresas del sector privado bajo la modalidad de contratos de prestación de 
servicios o cualquier otra modalidad de servicios que adopten, deberán estar afiliados al Sistema General de 
Pensiones y su cotización deberá corresponder a los ingresos que efectivamente perciba el afiliado. Para este 
propósito, él mismo deberá declarar en el formato que para tal efecto establezca la Superintendencia Bancaria, 
ante la administradora a la cual se afilie, el monto de los ingresos que efectivamente percibe, manifestación que 
se entenderá hecha bajo la gravedad del juramento.
El afiliado deberá actualizar dicha información, cuando se produzcan cambios significativos en sus ingresos, es 
decir, en más del 20%, respecto de su declaración inicial y, en todo casa, por lo menos una vez al año dentro 
de los dos primeras meses.
Lo anterior, se efectuará sin perjuicio, de que se realicen los descuentos directos que establezca el Gobierno 
Nacional en desarrollo del artículo 15 de la Ley100 de 1993, modificado por el artículo 3° de la Ley 797 de 2003 
y así mismo, de que cuando se realicen los cruces de información previstos por el literal f) del parágrafo 1° de 
dicho artículo y se establezca que los aportes realizados son inferiores a los debidos, el afiliado deba realizar 
los aportes correspondientes.
Parágrafo. Se entiende por ingresos efectivamente percibidos por el afiliado aquellos que él mismo recibe para 
su beneficio personal. Para este efecto, podrán deducirse las sumas que el afiliado recibe y que debe erogar 
para desarrollar su actividad lucrativa en las mismas condiciones previstas por el artículo 107 del Estatuto 
Tributario.

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0797_2003.html#3


       

                             

directamente servicios al Estado o a las entidades o empresas del sector privado bajo la 
modalidad de contratos de prestación de servicios o cualquier otra modalidad de servicios 
que adopten, deberán estar afiliados al Sistema General de Pensiones y su cotización deberá 
corresponder a los ingresos que efectivamente perciba el afiliado. Para este propósito, él 
mismo deberá declarar en el formato que para tal efecto establezca la Superintendencia 
Bancaria, ante la administradora a la cual se afilie, el monto de los ingresos que efectivamente 
percibe, manifestación que se entenderá hecha bajo la gravedad del juramento.

El afiliado deberá actualizar dicha información, cuando se produzcan cambios significativos 
en sus ingresos, es decir, en más del 20%, respecto de su declaración inicial y, en todo caso, 
por lo menos una vez al año dentro de los dos primeros meses.

Lo anterior, se efectuará sin perjuicio, de que se realicen los descuentos directos que 
establezca el Gobierno Nacional en desarrollo del artículo 15 de la Ley100 de 1993, 
modificado por el artículo 3° de la Ley 797 de 2003 y así mismo, de que cuando se realicen 
los cruces de información previstos por el literal f) del parágrafo 1° de dicho artículo y se 
establezca que los aportes realizados son inferiores a los debidos, el afiliado deba realizar los 
aportes correspondientes.

Parágrafo. Se entiende por ingresos efectivamente percibidos por el afiliado aquellos que él 
mismo recibe para su beneficio personal. Para este efecto, podrán deducirse las sumas que 
el afiliado recibe y que debe erogar para desarrollar su actividad lucrativa en las mismas 
condiciones previstas por el artículo 107 del Estatuto Tributario.
Artículo 3º.La base de cotización del Sistema General de Pensiones será como mínimo en 
todos los casos de un salario mínimo legal mensual vigente, y máximo de 25 salarios mínimos 
legales mensuales vigentes, límite este que le es aplicable al Sistema de Seguridad Social en 
Salud. Este límite se aplicará a las cotizaciones cuyo pago debe efectuarse a partir del mes 
de marzo.

La base de cotización para el Sistema General de Pensiones deberá ser la misma que la base 
de la cotización del Sistema General de Seguridad Social en Salud, salvo que el afiliado cotice 
para el Sistema General de Pensiones sobre una base inferior a la mínima establecida para 
el Sistema General de Seguridad Social en Salud.”

Respecto de la capacidad de pago, el artículo 33 de la Ley 1438 de 2011 dijo: “Se presume 
con capacidad de pago y, en consecuencia, están obligados a afiliarse al Régimen 
Contributivo o podrán ser afiliados oficiosamente: Las personas naturales declarantes 
del impuesto de renta y complementarios”

En su tenor literal, la norma en cita expresa lo siguiente: 

“Artículo 33. Presunción de capacidad de pago y de ingresos. Se presume con capacidad 
de pago y, en consecuencia, están obligados a afiliarse al Régimen Contributivo o podrán ser 
afiliados oficiosamente:

33.1 Las personas naturales declarantes del impuesto de renta y complementarios, impuesto 
a las ventas e impuesto de industria y comercio.

33.2 Quienes tengan certificados de ingresos y retenciones que reflejen el ingreso establecido 
para pertenecer al Régimen Contributivo.

33.3 Quienes cumplan con otros indicadores que establezca el Gobierno Nacional.

Lo anterior, sin perjuicio de poder ser clasificado como elegible al subsidio por medio del 
Sisbén, de acuerdo con las normas sobre la materia.

El Gobierno Nacional reglamentará un sistema de presunción de ingresos con base en 
la información sobre las actividades económicas. En caso de existir diferencias entre 
los valores declarados ante la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) y 



       

                             

los aportes al sistema estos últimos deberán ser ajustados” (Subrayado fuera del texto 
original.

De la lectura se puede inferir que si bien es cierto el legislador ordenó al Gobierno Nacional 
la reglamentación de un sistema de presunción de ingresos con base en la información 
sobre las actividades económicas, dejó muy claro que “En caso de existir diferencias 
entre los valores declarados ante la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales 
(DIAN) y los aportes al sistema estos últimos deberán ser ajustado”, lo que conlleva a 
concluir que finalmente los aportes al Sistema Integral de Seguridad Social siempre deben 
guardar coherencia con los ingresos declarados ante la DIAN, dado que la misma norma 
dispone que si existe diferencia los aportes deben ser ajustados.

Por tanto, no es cierto como lo sustenta el aportante que el Ingreso Base de Cotización lo 
constituye la presunción de ingresos que no ha sido reglamentada, por el contrario, tal como 
lo dispone la norma que el mismo trae a colación como sustento de su argumento el 
Ingreso Base de Cotización corresponde a los ingresos percibidos producto de su 
actividad económica, que no son otros que los declarados ante la Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN).

Aquí se puede evidenciar, que la Unidad dio cabal cumplimiento a la normatividad que 
regulaba la materia para el momento en que sucedieron los hechos que originaron el 
proceso de fiscalización, es decir, el año 2014, pues el Decreto 510 establece que con 
independencia de las diferentes modalidades contractuales que pacten las partes y 
como ya se dijo anteriormente, la obligación de cotizar y pagar recae sobre los 
ingresos efectivamente percibidos, haciendo las deducciones que permite el artículo 107 
del Estatuto Tributario, el cual establece: 

“Articulo 107. Las expensas necesarias son deducibles. <Fuente original compilada: D. 
2053/74 Art. 45> Son deducibles las expensas realizadas durante el año o período gravable 
en el desarrollo de cualquier actividad productora de renta, siempre que tengan relación de 
causalidad con las actividades productoras de renta y que sean necesarias y proporcionadas 
de acuerdo con cada actividad.

La necesidad y proporcionalidad de las expensas debe determinarse con criterio comercial, 
teniendo en cuenta las normalmente acostumbradas en cada actividad y las limitaciones 
establecidas en los artículos siguientes.  (…)”

Igualmente, los documentos o pruebas que se pretendan hacer valer como costos o 
deducciones deberán cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 771-2 del 
Estatuto Tributario y las condiciones previstas en los literales b), d), e) y g) del artículo 617 
del Estatuto Tributario, y lo establecido en los Decretos 1165 de 1996, 1001 de 1997, 3050 
de 2007, 2559 de 2007 y demás disposiciones concordantes al respecto.

De otro lado, debe aclararse que la presunción de ingresos tenía una sola finalidad que 
consistía en facilitar el pago de aportes para los trabajadores independientes, por cuanto 
los mismos para el periodo fiscalizado tenían que realizarse de manera anticipada según lo 
ordenado en el artículo 35 del Decreto 1406 de 19993, y por ende, para el momento de la 
declaración no tenía conocimiento de los ingresos reales para el mes respectivo, sin 
embargo, desde esa época se indicaba en el artículo 25 del mismo Decreto, lo siguiente:

“(…) En todo caso, cuando los ingresos reales del trabajador independiente sean 
superiores a los que resulten de la aplicación de las presunciones sobre bases 
mínimas, los aportes de dicho trabajador deberán hacerse con base en los ingresos 

3 Artículo 35. Declaración de novedades y pago de cotizaciones en los Sistemas de Seguridad Social en Salud 
y Pensiones. Los trabajadores independientes deberán presentar la declaración de novedades y realizar el pago 
de las respectivas cotizaciones por períodos mensuales y en forma anticipada.



       

                             

reales. Para tal efecto, los trabajadores independientes que deseen afiliarse al SGSSS 
deberán presentar una declaración anual, en la cual informen a la EPS, de manera anticipada, 
el Ingreso Base de Cotización que se tendrá en cuenta para liquidar sus aportes a partir del 
mes de febrero de cada año y hasta enero del año siguiente.” (Subraya y negrilla fuera de 
texto original)

De los apartes referidos, se colige que a todos los habitantes del territorio nacional se aplica 
el régimen de pensión establecido en la Ley 100 de 1993 y, por tanto, deben afiliarse de 
manera obligatoria: i) las personas vinculadas a través de contrato de trabajo, ii) las 
personas naturales que presten directamente servicios al Estado o empresas del sector 
privado, bajo la modalidad de contratos de prestación de servicios y iii) los trabajadores 
independientes. La obligación de cotizar a este subsistema cesa cuando la persona reúne 
los requisitos para acceder a la pensión mínima de vejez. 

En lo que respecta a la base de cotización para el Sistema General de Pensiones, la norma 
hizo una distinción entre los vinculados con contrato laboral, en cuyo caso la base 
correspondería al salario percibido; y quienes tienen contrato de prestación de servicios o 
son trabajadores independientes, o ejerzan profesiones liberales que cuentan con rentas 
suficientes para ser aportantes, el IBC sería el ingreso efectivamente percibido. En todo 
caso la base de cotización nunca podría ser inferior al salario mínimo legal mensual vigente.

Lo anterior conlleva a la misma conclusión, desde tiempo atrás al periodo fiscalizado el 
legislador siempre ha señalado que el Ingreso Base de Cotización de los trabajadores 
independientes corresponde a los ingresos reales, independiente del sistema de presunción 
de ingresos. 

En consecuencia, está probada la capacidad de pago de la demandante y su omisión en la 
afiliación y/o vinculación al sistema de seguridad social, así como el deber legal de contribuir 
que le asiste en su calidad de trabajadora independiente, la Unidad no incurrió en ningún 
vicio de nulidad al aplicar las reglas de tributación de los trabajadores independientes. Así 
las cosas, su señoría por los argumentos anteriormente expuestos, los cargos formulados 
no deben tener vocación de prosperidad.

Teniendo en cuenta todo lo expuesto, se encuentra probado que la parte demandante no 
desvirtuó la presunción de legalidad que cobija los actos administrativos demandados, por 
lo que se solicita respetuosamente Sr. Juez negar las pretensiones de la demanda.

II. MEDIOS DE PRUEBA

Lo aquí afirmado, encuentra sustento probatorio en la documentación en el expediente 
administrativo que se aporta así:

Archivo DRIVE https://drive.google.com/drive/folders/1PnmIkxd1doqu5gp-
0W7LfVKMTXDeDaS6?usp=sharing, contentivo del expediente administrativo relativo a los 
antecedentes de la actuación objeto del proceso, en cumplimiento de lo establecido en el 
numeral 4 y parágrafo 1 del Artículo 175 del CPACA. 

III. ANEXOS

1.  Poder y soportes que acreditan la legitimidad para actuar en representación de la 
Unidad. 

2. Archivo DRIVE https://drive.google.com/drive/folders/1PnmIkxd1doqu5gp-
0W7LfVKMTXDeDaS6?usp=sharing, contentivo del expediente administrativo relativo 

https://drive.google.com/drive/folders/1PnmIkxd1doqu5gp-0W7LfVKMTXDeDaS6?usp=sharing
https://drive.google.com/drive/folders/1PnmIkxd1doqu5gp-0W7LfVKMTXDeDaS6?usp=sharing
https://drive.google.com/drive/folders/1PnmIkxd1doqu5gp-0W7LfVKMTXDeDaS6?usp=sharing
https://drive.google.com/drive/folders/1PnmIkxd1doqu5gp-0W7LfVKMTXDeDaS6?usp=sharing


       

                             

a los antecedentes de la actuación objeto del proceso, en cumplimiento de lo 
establecido en el numeral 4 y parágrafo 1 del Artículo 175 del CPACA. 

IV. NOTIFICACIONES

La Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de 
la Protección Social – UGPP en la Av. Calle 26 # 69B- 45 piso 2 – Bogotá D.C. Nuestra 
dirección para recepción de notificaciones judiciales es 
notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co y: daldana@ugpp.gov.co

Con todo respeto,

DIANA MARCELA ALDANA DIAZ
C.C. No 1032414460 de Bogotá
T.P. No. 268643 del Consejo Superior de la Judicatura.
Celular: 3105517605

mailto:notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co
mailto:daldana@ugpp.gov.co


        

Recepción de correspondencia:    
Avenida Carrera 68 No 13-37  
(Bogotá, D.C.) 
 
Centro de Atención al Ciudadano 
Centro Comercial Multiplaza 
Calle 19 A # 72 – 57 
Locales B-127 y B-128 
Lunes a Viernes 8:00 a.m. a 5:00 p.m. 
Sábados 9:00 a.m. a 1:00 p.m. 

Línea Gratuita Nacional: 018000 423 423 
Línea fija en Bogotá: (1) 4926090 
Lunes a viernes de 6:00 am a 9:00 pm. 

Honorable Juez 

Dra. ANA ELSA AGUDELO AREVALO 

JUZGADO 42 ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ 

Bogota D.C. –  

 

REFERENCIA: PODER 

MEDIO DE CONTROL:   NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: MARIA EUGENIA CRUZ MOSQUERA 

DEMANDADA: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y   

DE PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP. 

RADICACIÓN: 11001333704220230023000 

 

CLAUDIA ALEJANDRA CAICEDO BORRAS, identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 30.740.347 de Pasto - 
Nariño, actuando en mi condición de Subdirectora General 0040-24 de la planta de personal de la UNIDAD 
ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA 
PROTECCIÓN SOCIAL, NIT. 900373913, ubicado en Subdirección Jurídica de Parafiscales de la Dirección Jurídica, 
según obra en la Resolución de Nombramiento No. 379 de 31 de marzo de 2020, Acta de Posesión No. 32 de 04 de 
mayo de 2020 y Resolución de Delegación de Funciones de Representación Judicial y Extrajudicial de la Entidad No. 
018 del 12 de enero de 2021, a través del presente escrito manifiesto que confiero poder especial amplio y suficiente a 
la Doctora DIANA MARCELA ALDANA DIAZ, mayor de edad, abogado en ejercicio, identificado como aparece al pie 

de su firma, con el fin de que en nombre de la UGPP, presente contestación al Medio de Control de la referencia, 
conteste solicitudes de medida cautelar, descorra los traslados de los recursos, asista a las audiencias, instancias y 
etapas procesales que haya lugar a surtir, así mismo para que se notifique, presente recursos y en general ejerza la 
representación y defensa de los intereses de la Unidad demandada, para lo cual solicito al H. Despacho, se le reconozca 
Personería Jurídica para actuar. 

 

Mi apoderado queda facultado para que represente a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP, en los términos y 

condiciones previstos en el artículo 77 del CGP.  

 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 197 de la ley 1437 de 2011 y articulo 5 de la Ley 2213 de 2022, se solicita al 

despacho notificar todas las actuaciones procesales al correo electrónico 

notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co y al correo del apoderado judicial de la entidad.  

 

Cordialmente;  

 

 

CLAUDIA ALEJANDRA CAICEDO BORRAS 

C. C. No. 30.740.347 de Pasto  

T. P. No. 72.063 del Consejo Superior de la Judicatura 

Correo Electrónico: ccaicedob@ugpp.gov.co  

Acepto,  

 

DIANA MARCELA ALDANA DIAZ 

C.C. No. 1032414460 de Bogotá 

T.P. No. 268643 del Consejo Superior de la Judicatura 

Correo Electrónico: daldana@ugpp.gov.co 

Celular: 3105517605
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CLAUDIA ALEJANDRA CAICEDO BORRAS <ccaicedob@ugpp.gov.co> 27 de septiembre de 2023, 15:09
Para: DIANA MARCELA ALDANA DIAZ <daldana@ugpp.gov.co>
Cc: SANDRA MILENA MORALES DIAZ <smoralez@ugpp.gov.co>, NELSON ENRIQUE SALCEDO CAMELO
<nsalcedo@ugpp.gov.co>

Doctora
DIANA MARCELA ALDANA DIAZ 
C.C. No. 1032414460
T.P. No. 268643 
Email: daldana@ugpp.gov.co


Atento saludo,


Actuando en mi condición de Subdirectora General 040 – 24 de la Subdirección Jurídica de Parafiscales de la 
Dirección Jurídica de la UNIDAD,  y en atención a las disposiciones emitidas en el artículo 5 Ley 2213 de 2022, se le 
confiere poder especial amplio y suficiente, con el fin de que en nombre de la UGPP, presente contestación al Medio
de Control de la referencia, conteste solicitudes de medida cautelar, descorra los traslados de los recursos, asista a
las audiencias, instancias y etapas procesales que haya lugar a surtir, así mismo para que se notifique, presente
recursos y en general ejerza la representación y defensa de los intereses de la Unidad demandada, dentro del 
siguiente proceso:

DESPACHO JUZGADO 42
ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ

JUEZ/MAGISTRADO Dra. ANA ELSA AGUDELO
AREVALO

DEMANDANTE MARIA
EUGENIA CRUZ MOSQUERA

RADICADO 11001333704220230023000

MEDIO DE
CONTROL NULIDAD Y
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDADO UGPP

-- 

Cordialmente,

Subdirectora Jurídica de Parafiscales UGPP
CLAUDIA ALEJANDRA CAICEDO BORRAS

ccaicedob@ugpp.gov.co

Teléfono: (601) 4237300 
Calle 26 #69B-45 Piso 2, Bogotá Colombia
www.ugpp.gov.co

[El texto citado está oculto]
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UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES  

PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL 
UGPP 

 

  
ACTA DE POSESIÓN No. 32                                                                                        FECHA: 04 DE MAYO DE 2020 

 

En la ciudad de Bogotá D.C., y atendiendo lo señalado en el Decreto 491 de 28 de marzo de 2020 que establece 

medidas especiales en el marco del Estado de Emergencia Económica Social y Ecológica, se hizo presente, a través 

de la herramienta Google Hangouts Meet, ante el Director de Soporte y Desarrollo Organizacional, la doctora CLAUDIA 

ALEJANDRA CAICEDO BORRÁS identificada con la cédula de ciudadanía número 30.740.347, con el fin de tomar 

posesión del cargo de Subdirector General 0040-24 de la planta de personal de la Unidad Administrativa Especial de 

Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, ubicado en Subdirección Jurídica de 

Parafiscales de la Dirección Jurídica. 

  

El carácter del nombramiento es ordinario, en virtud de lo dispuesto en la Resolución No. 379 del 31 de marzo de 2020. 

 

La posesionada juró cumplir la Constitución y la Ley, prometiendo atender fiel y lealmente los deberes propios del cargo, 

de acuerdo con lo ordenado por el artículo 122 de la Constitución Política, manifestando bajo la gravedad de juramento 

no incurrir en causal alguna de inhabilidad general o especial, de incompatibilidad o prohibición alguna establecida en 

la Ley 4ª de 1992 y demás disposiciones vigentes para el desempeño de empleos públicos. 

 

Revisados los soportes de la hoja de vida se verificó que cumple con los requisitos y el perfil exigido para el desempeño 

del cargo, establecidos en el Manual Específico de Funciones y Competencias Laborales de la Unidad y cuenta con 

tarjeta profesional de Abogada No. 72063. 

 

Se entrega copia de las funciones correspondientes.  

 
 
 

 
FIRMA DEL POSESIONADO                                       FIRMA DE QUIEN DA POSESIÓN 

Revisó: Francisco Britto/ Leonardo Ortiz Mendieta  
Elaboró: Paola Vidales Cuestas 





















 

 

 

 

 

 

 

 

 


